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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO EXISTE DECISIÓN ARBITRARIA AL RECHAZAR ACCIÓN POPULAR  Y NEGAR APELACIÓN CONTRA ESTA DECISIÓN / NIEGA. “Para la Sala, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que radicó ante el juzgado accionado, con auto del 12 de octubre último, se solicitó a la parte actora que determinara con precisión cuál era el domicilio principal de la entidad a la que demandó en aras de verificar la competencia para conocer del asunto, habida cuenta que tampoco se arrimó el certificado de existencia de la misma, para esclarecerlo. Como el interesado no se allanó a satisfacer ese requerimiento, se procedió con auto del 21 de octubre siguiente a su rechazo, el cual fue objeto de recursos de reposición y apelación, a la postre decididos desfavorablemente, el último de ellos, atendiendo la expresa regulación que trae la Ley 472 sobre el particular, que no lo admite. Aquellas resoluciones, por sí solas, no alcanzan a trasgredir los derechos de aquel, porque la aplicación e intelección que a esos eventos le dio el funcionario de la causa, por más discutibles que le parezcan al libelista, y aun si pudieran admitir otras posiciones, como lo deja entrever el accionante en su libelo, no llevan insertas la vulneración de un derecho fundamental, que es lo que por esta vía se puede proteger. Por demás, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en las decisiones del encartado, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir (…) Ahora bien, la queja frente a la negación del recurso de apelación frente al auto que rechazó la demanda, tampoco se abre paso, como quiera que de manera pacífica y reiterada esa misma Corporación tiene sentado que, conforme lo señala el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, no se admite tal instrumento impugnativo ante una resolución de esa estirpe
, pues esa normativa especial regula de manera taxativa los recursos que proceden dentro de una acción popular, sin que el de apelación se encuentre consagrado para una providencia de ese linaje.  Todo lo anterior, permite concluir que las posiciones del juzgado, reprochadas por el accionante, no pueden señalarse de antojadizas, caprichosas o arbitrarias, sino que responden al sentido de la ley y de la jurisprudencia. Por tanto, el amparo será negado.”.
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Acta No. 57 de febrero 8 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 

ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus derechos “a las garantías procesales”. 

Expuso en su escrito, que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada al número “2015-196”, en la que se le exigen requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998 y se desconoce abiertamente “lo ordenado en TUTELA por la H Corte Suprema de Justicia SCC –Rad 66001-22-13-000-2016-00878-01” en la que se concede el amparo y se consigna que es notorio el abuso del juzgador. De igual manera, afirma, se le niega la concesión de la alzada frente al auto que rechaza la acción popular y desconoce lo indicado por la Sala Plena del Consejo de Estado en la sentencia 2500 23 24 000 2002 02188 01, Magistrada María Elena Giraldo, actor Luis Díaz Herrera; además, el artículo 16 de aquella misma normativa.

Como consecuencia de ello, solicita que “se ordene aplicar la tutela de la H Corte Suprema de Justicia y de la Sala Plena del H Consejo de Estado” a las que hace referencia y la admisión de la acción popular, o bien conceder su alzada. 
Se dispuso el trámite de rigor, con la vinculación del agente del Ministerio Público y de la Defensoría del Pueblo.
El Juzgado procedió a remitir, en medio magnético, copias escaneadas de la respectiva actuación y señaló que en aras de evitar un conflicto prematuro de competencia en la demanda presentada por el actor contra el Banco Caja Social de Ibagué (Tolima), siguiendo orientación de la Sala de Casación Civil sobre el particular, solicitó del interesado que demostrara si el domicilio de la accionada era el principal o se trataba de una sucursal, pero simplemente se limitó a informar que escogía como domicilio La Virginia; se opuso a las pretensiones del libelo y solicitó la declaración de improcedencia como quiera que el demandante dejó vencer los términos procesales sin cumplir con la carga que le fue asignada.
La Procuradora Regional Risaralda, señaló que su intervención se dirige a la protección de los derechos colectivos.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos que se nominan como “garantías procesales”“, bajo la premisa, según se entiende de la prueba documental aportada, del aparente desconocimiento, por parte del Juzgado Segundo Civil del Circuito local, de las normas especiales que regulan las acciones populares para efectos de su admisión, en la que no se pueden exigir requisitos no regulados.
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental17 y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Pues bien, para la Sala, pueden darse por satisfechos los requisitos generales anunciados, en cuanto del libelo se desprende, en últimas, que está de por medio el derecho fundamental al debido proceso; la providencia que se ataca data de menos de seis meses; la situación fue ventilada dentro del mismo proceso; no se trata de otra acción de tutela y el actor popular agotó los recursos de reposición y en subsidio apelación, a la postre sin resultados positivos, frente al proveído del 21 de octubre de 2016 que rechazó la demanda.

 



Descendiendo a los requisitos específicos, la queja se apuntala en el defecto material o sustantivo, del que se ha dicho “que se configura cuando la decisión judicial se apoya en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, bien sea por que ha sido derogada, porque ella o su aplicación al caso concreto es inconstitucional o, porque, a pesar de estar vigente y ser constitucional, no se adecua a la circunstancia fáctica a la cual se ha aplicado”
-
, como quiera que se pone en entredicho la posición del funcionario de inadmitir y rechazar luego la acción popular que promovió contra el Banco Caja Social con sede en la ciudad de Ibagué, porque no se logró determinar si el domicilio reportado era el principal o se trataba de una agencia, pues no aportó el certificado de existencia para dilucidarlo, con lo cual, afirma el libelista, se incumple lo prevenido en el artículo 18 de la ley 472 de 1998 que contempla los requisitos para la admisión de una acción popular, además de desconocerse lo prevenido en el artículo 16 de la misma norma.
Para la Sala, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, lo que se discute, como viene de verse, es que dentro de la acción popular que radicó ante el juzgado accionado, con auto del 12 de octubre último, se solicitó a la parte actora que determinara con precisión cuál era el domicilio principal de la entidad a la que demandó en aras de verificar la competencia para conocer del asunto, habida cuenta que tampoco se arrimó el certificado de existencia de la misma, para esclarecerlo. Como el interesado no se allanó a satisfacer ese requerimiento, se procedió con auto del 21 de octubre siguiente a su rechazo, el cual fue objeto de recursos de reposición y apelación, a la postre decididos desfavorablemente, el último de ellos, atendiendo la expresa regulación que trae la Ley 472 sobre el particular, que no lo admite.
Aquellas resoluciones, por sí solas, no alcanzan a trasgredir los derechos de aquel, porque la aplicación e intelección que a esos eventos le dio el funcionario de la causa, por más discutibles que le parezcan al libelista, y aun si pudieran admitir otras posiciones, como lo deja entrever el accionante en su libelo, no llevan insertas la vulneración de un derecho fundamental, que es lo que por esta vía se puede proteger. Por demás, nada de arbitrario o antojadizo se advierte en las decisiones del encartado, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...

No se olvide, adicionalmente, que la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones que no acontecen en el presente asunto. Tanto así, que no hay ninguna carga desproporcionada, irracional o ilegal en cuanto atañe con la posición y argumentos por medio de los cuales, en primer término, se procedió a inadmitir el libelo para que se esclareciera lo relacionado con el domicilio principal de la entidad financiera que se demandó, en eras de verificar si la competencia territorial radicada en ese Juzgado.

Y es que, es lo relevante del caso, así se procedió, siguiendo la orientación de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que señaló, dentro de esa misma causa, al desatar un conflicto de competencia allí suscitado, que su promoción fue prematura. Esto, 
…en atención a que la competencia emana de la Ley y no de la voluntad del actor popular, sin perjuicio, de la posibilidad que tiene aquel de optar entre el juez del domicilio principal del demandado y el del lugar donde ocurrieron los hechos para instaurar su pretensión constitucional, ante la concurrencia del fueron personal con el instrumental (art. 16 ídem).
3.3. Ahora bien, escrutado el acto genitor del juicio, “no se encuentra que se haya manifestado el asiento principal de los negocios del enjuiciado, por tanto, previamente a adoptar decisiones apresuradas, lo procedente era haber inadmitido la demanda” (Cfr. CSJ AC1269-2016, 9 mar. 2016, rad. 2015-02496-00), a fin de solicitar tal información al accionante pues “el fallador no puede salirse de los parámetros señalados en el escrito con que se plantea el debate, ya sea para admitir el diligenciamiento o deshacerse del mismo” (CSJ AC013-2016, 12 ene. 2015, rad. 2015-03159-00).
4. De lo dicho se desprende que “fue anticipada la declaratoria de incompetencia del primer despacho, dado que no agotó los esfuerzos para llenar los vacíos del acto introductorio que le permitieran, sobre las base de criterios ciertos, resolver si acogía o no el pleito conforme a las reglas del precitado artículo 16” …

5. Por consiguiente, se dispondrá la remisión del expediente al despacho que no accedió a avocar inmediatamente el conocimiento, para que, previa inadmisión en que exija el lleno de los requisitos normativos que esperan de toda demanda, adopte, ahí sí y con bases sólidas, la decisión que legalmente corresponda.” 

Con soporte en ello obró el despacho demandado, con el fin de establecer lo relacionado con la competencia que, lo que permite concluir que ello no es producto de una descabellada e irregular posición jurídica que deba removerse por esta especial senda, como ya se acotó.
Ahora bien, la queja frente a la negación del recurso de apelación frente al auto que rechazó la demanda, tampoco se abre paso, como quiera que de manera pacífica y reiterada esa misma Corporación tiene sentado que, conforme lo señala el artículo 36 de la Ley 472 de 1998, no se admite tal instrumento impugnativo ante una resolución de esa estirpe
, pues esa normativa especial regula de manera taxativa los recursos que proceden dentro de una acción popular, sin que el de apelación se encuentre consagrado para una providencia de ese linaje.

 Todo lo anterior, permite concluir que las posiciones del juzgado, reprochadas por el accionante, no pueden señalarse de antojadizas, caprichosas o arbitrarias, sino que responden al sentido de la ley y de la jurisprudencia. Por tanto, el amparo será negado. 
  


  
Se absolverá a las entidades vinculadas por no hallarse de su parte trasgresión alguna frente a los derechos reclamados.

DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia. 
Se absuelve a los demás vinculados al asunto.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

    DUBERNEY GRISALES HERRERA   
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